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De acuerdo con cuanto antecede. este primer planteamiento impug­
natorio dirigido a solicitar la l'quiparación entre Cuerpos de funciona­
rios no puede l,.'onducir. .en sí mismo, a hacer evidente la presencia de
una sItuaCIón de dlscnmmaClón en el sentido prohlhido por el art. 14 de
la Constitución.

4. No obstante. en la demanda de amparo se hace especial hincapié
ero un planteamiento más matizado. que constituye la originalidad del
presente recurso. y consistente en desl;'ll,.'ar qae funcionarios pertenecien­
tes a distintos Cuerpos (Ingenieros Técnicos A~rícolas o Forestales).
pero destinados en una misma estructura admmistrativa o servicio,
rcaJi¡ran idénticas !areas y. en cambio. percibieron durante el período de
1978 a 1981 retribuciones dlstinta~ en lo que atañe al complemento de
produ(ti\idad~ los recurrentes se extíenden en intentar acreditar esa
identidad de funciones. y para hacer evidente esa igualdad en los
parjmetros que regulan el incentivo de productividad, incluso aportan
una SC'ntC'llf..'ia de la Sala de lo Contl'Ocioso-Administrativo de la
('111llt1C"<; -\Ildil'n("ia Tt'rritorial de Cáceres de fecha 19 de marzo de 1986.
fu\'orable a sus tesis y recaída e11 un recurso interpuesto por uno de sus
campaneros en el servil'io admimstrativo. El termino de comparación
singularizado ahora no l'onsiste. pues. en otro Cuerpo de funcionarios.
en st'ntido estricto. sino en Otros funcionarios destinados a un mismo
serúcio y que desempeilan iguales tareas aunque procedan de diversos
Cuerpos

--\hora bien. este planteamiento de la cuestión no puede resultar de
recibo porque olvida -como señala el Abogado del Estado- que la
r('lribución dIscutIda se asignó globalmente a un Cuerpo determinado y
l'ümo incL'nlivo mC'dio de productividad. en vez de a unos concretos
puestos de trabajo. ya que para esto último existían otros complementos
y. L'ntre ellos. C'I dc destino: así. el art. 1 del Decreto 889/1972. de 13 de
ahriL de Régimen de Retribuciones Complementarias. decía que corres­
ponde estc último complemento a aquellos puestos de trabajo que
requIeran particular preparación técnica o impliquen especial responsa­
b:lidad, Para acabar de hacer '-"vidente este desajuste. ailade el Abogado
del Est3do. que uno de estos Cuerpos se encuentra especializado en sus
funciool's en el Ministerio de Hacienda. mientras el Cuerpo al que
pertenecen los recurrentes dC'sempeila labores en distintos Ministerios y
sulo l''\I~te una pL'queña zona de intersección de amhos, preósamente.
<.·n el C¡¡t3.stro de RÚstil'a. dondl' Si: encuentran destinados los recurren­
tes: pl'ro L'S n13nilleslO quc la mera presencia de esa zona no debe llevar

Sala Primera. Sentencia 78/1lJ90, de 26 de abril. Recurso
de amparo 52/1988. Conrra Sentencia del Tribunal Central
de Trabajo esrimando reCIIi".';() de suplicaálin cOl¡fra Senten­
cia illlfei'ior de {a .\/agil"trarura de Trahajo nlÍm. 8 de
\ladrid. e/1 auros de subsidio de desempleo. l'ulneració/1 del
principio de igualdad por difere/1ciación r('glam('/1faria
discnminarona Declaración de nulidad del arf. 7.3 de/
Real Decreto 625/1985. de 2 dc abril.

La Sala Primer3 del Tribunal Constitucional. compuesta por don
FranCISco Tomás y ValiC'nte, Presidente; don Fernando García~Mon ~
Gonález-RegueraL don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús Leguma
Yilb. don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magistra­
dos. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

I;,¡ sigUiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 52/1988, promovido por doña JUSta
Carrasco Esteban. repre~entada por la Procuradora de los Tribunales
dona Pilar Huerta CamarerO y asistida por el Letrado don Luis
Zumalacúrn:gui Pita. contra 1<1 Sentencia del Tribunal Central de
fr¡¡bajo de 11 de septiembre de 11,187 que estimó el recurso de
~uplJcación interpuesto por el Instituto 1\'acional de Empleo contra la
'-;enlencia de la ~agistratura de Trabajo mimo 8 de Madrid de 9 de
m:I',·1Ol de 1l):>P_ en autos sobro: subsidio de desl'mpleo. Han sido partes
el Mmisterio Fiscal y el Abogado del Estado y ha sido Ponentc el
\laglslr.:::do don V¡ceme Glmeno Sendra. quien expresa el parecer de la
Saja

l. 4ntl'ccdcntt"s

1 Tras ~",rk d~sig!1ada Procuradora tkl lurno de oficio. ccmo
so1i~·itaha pUl' cscn·to reglstTado en este Trihunal el 11 de enero de 19S5,
en el quc asimismo solicitaba la suspensión de la Sentencia impugnada.
doña Justa Carrasco Esteban. representada por la Procuradora de los
TribunalC's dona Pilar Huerta Camarero. por escrito registrado el
posterior 11 d{' septiembre formula demanda de amparo contra !a
Sc-ntencia de] Trihunal Central de Trahajo de I1 d<" septiembre de 19S7
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a alterar. de forma necesaria e ineluctable. Id diferencia global entre los
dos Cuerpos.

En este sentido no es ocioso traer a colación que, según la normativa
vigente en el periodo discutido. estos incentivos de productividad
remuneraban un rendimiento superior al normal del funcionaria en su
trabajo (arl. 101.4 de la Ley de FunCionarios Civiles de Estado y art, 10
del Decreto 889/1972. de J 3 de abril. de Rcgimen de Retribuciones
Complementarias) y revl'stían la forma de primas de productividad u
otros sistemas equivalentes [arto 8.3 c) del Real Decreto-ley 22/1977, de
30 de marzo]; tras la interpretación dada par la Junta Central de
Retribuciones al art. 8.1 de la Ley de Presupuestos Generales del Estado
para 1978, se generalizaron los denominados «incentivos de Cuerpo»
como módulo para premiar la productividad del funcionario, pero no
como individuo sino en cuanto miembro de un Cuerpo. según permitía
la Disposición transitoria tercera del mencionado Decreto 889/1972.
Ciertamente, despues de la Ley 30/1984, de 1 de agosto, de 'Medidas
para la Reforma de la FunCIón Pública (ans. 23 y ss.) se ha incremen­
t<;,dG 1<:1 consideración .n. efectos ..tributi vos de! puesto de trabajo, pero.
como se ha visto, esto no era igual en el período para el que se ejercitó
por los reeurrentes su pret¡:nsión de equiparación de complementos
(1978 a 1982). donde se seguía un sistema de incentivos asignados
globalmente a determinados Cuerpos.-,Así. pues. la cuestión planteada
debe ser residenciada de nuevo en la comparación entre Cuerpos de
funcionarios. y de acuerdo con la doctrina jurisdiccional expuesta en el
fundamento jurídico anterior debe recibir una solución dt'sestimatoría.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA

At.:TORlDAO QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUnÓN DE LA NACIÓN
ESI'AJ\'OLA

Ha decidido

DesestImar el presente recurso de amparo.

Publlquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estadm).

Dada en Madrid. a veintiséis de abril de mil novecientos
no\enta.-Francisco Tomás y Valiente.-Fi:rnando García-Mon y Gonzá­
lez-RegueraL-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina Villa.-Luis
López Guerra.-Vicentt' Gimeno Sendra.-Firmados y rubricados.

qm' estimo el recurso de suplicación interpuesto por el Instituto
Nacion<ll de Empleo contra la Sentencia de la Magistratura de Trabajo
núm. 8 de Madrid de q de marzo de 1987, en autos sobre subsidio de
desempleo

2. Los hechos que sirven de base a la presente demanda de amparo
son, en síntesis. los siguientes:

al La ahora recurrente en amparo, que había ('otizado al Régimen
General de la Seguridad SOl'ial (1.430 cotizaciones de los años 1973 a
1978) y al Régimen Especial de Empleados de Hogar (1.825 cotizaciones
de los años 1978 a 1983), solicitó el 29 de noviembre de 1984,el subsidio
de desempleo, habiendo cumplido cincuenta y cinco años v agot'ado las
prestaciones básicas de desempleo. La solicitud le fue denegada por
Rcsoluóón del Instituto Nacional de Empleo (lNEM) de 18 de octubre
de 1985. por no reunir los requisitos de cotización necesarios para
acceder a la jubilación en un Régimen de la Seguridad Social que
concediese protección a la contingenCIa de desempleo, según establece el
art. 7.3 del Real Decreto 625/1985, de 2 de abril. por el que se desarrolla
la Ley 31jl984. de 2 de abriL de protección por desempkv

b) Interpuesta demanda contra esta Resolución, la demanda fue
estimada pur Sentencia de la Magistratura de Trabajo núm. 8 de
Madrid. de 9 de marzo de 19S7. Interpuesto recurso de suplicación
contra esta Sentencia por d INEM. el recurso fue t"stimado por
Sentencia dd Tribunal Ccnua] de Trabajo (TCT) de 1¡ dI." s~ptiembre

de 1987

3. ('ontm esta Sentencia se interpone recurso de :.lr.1pal"O. por
preSunta '- ulneración del art. 14 d~ la Constitución (C.E.). (~n relación
con el arto 1,1.3 C.E. Vuln('r~cjón que se imputa. en último tC'rrninLl. al art
7.3 del R"al Decreto 1'-15/1985. el cual -se afirma-o al l";gil' para el
acceso al ~ubsidiü de de'iempleo a los mayores dC' rincuen\;.' y cmeo ailos
el reunir todos los requisitos salvo la edad par<] Jubil:T"e como
trabajador por cuenta ajen¡¡ (len cualquiera dC' los regi:n,·r,.,s dc la
Seguridad Social en )0" quC' se le reconozca el derecho a la 1J~T~tJ.ción o
subsidio de desemp\c'-'I'. no esta desarrollando reglamen'•. "·r::,··,',:,nte el
art. ;,3.2 d:.: la Ley 3l/1%4. Silla que lo esta modificando. k-·i"n,mdo así
el pnnClp'o de jerarqllla normativa. La SentenCia impugnad;" por su
parte -prosigue la demanda-o eS discriminatoria, al excluir dd subsidio
de desempleo a los colectivos que en su Régimen de Seguridad 'iocial no
se prné 1;. rrcstación por desempleo. independientemente del estado de
necesidad en qUe se enrucnlrcn. contradiciéndose así el art 41 C.E..
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maXlme teniendo en cuenta que la Ley 31/1984 no distingue entre
colectivos o Regímenes de la Seguridad Social. sino que incluye
expresaml.'nte a todos .los trabajadores encuadrados en los Regímenes
EspecIales (art. 3.2). Fmalm¡,:nte, la demanda cita la STC 209/1987. ta
cual ha estimado el amparo en un supuesto -se dice- idéntlco al
presente. Por todo lo cual, se suplica Que se otorgue el amparo solicitado.

4. Por providencia de 18 de 'abril de 1988. la Sección Cuarta (Sala
Segunda) acordó admitir a trámite el recurso de amparo, requerir. de
conformidad con 10 dispuesto en el art. 51 de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional (LOTe), al TCT y a la Magistratura de Trabajo
núm. 8 de Madrid, a fin de que, en el plazo de diez días. remitieran
testimonio de las actuaciones y se emplazara por la Magistratura a
quienes fueron parte en el procedimiento. con excepción de la recurrente
en amparo. para que. si les interesara. se personaran en el proceso
constitucional. y formar la pieza separada de suspensión para la
sustanciación del correspondiente incidente.

5. En la pieza separada de suspen;;ión. y tras recibirse las alegacio­
nes del Minlsteno Fiscal y de la sollcitante de amparo. la Sala Segunda
dictó Aula de 20 de julio de 1988, por el que se acordó acceder <l la
petición de suspensión formulada por la demandante.

6. Recibidas las actuaciones y personado el Abogado del Estado.
por pro\'idencia de 12 de septiembre de 1988, la Sección Cuarta acordó
tener por recibidas las actuaciones, tener por personado y parte al
Abogado del Estado y. de conformidad con lo dispuesto en el arto 52
LOTe dar vista de las actuaciones al Minlsteno Fiscal, Abogado del
Estado \' recurrente en amparo, a /in de que, dentro del plazo comun de
veinte días. formulasen las alegaciones que estimaran pertinentes.

7. Con fe('ha 3 de octubre de 1988. la Procuradora de los Trihunales
doña Pilar Huerta Camarero. en nombre y representación de la
recurrente, presentó su escrito de <.Ilegaciones. en el qLJ:e ratifica la
demanda de amparo.

S. Con fecha 8 de octubre de 1988, el Ministerio Fiscal presentó su
escrito dc alegaciones. En el mismo, Iras relatar los antecedentes del
caso. el Ministerio Fiscal sena la que d presente recurso tiene por objeto
un supuesto similar al resuelto por la STC 209/1987. de 22 de diciembre.
Por lo que también ahora ha de otorgarse el amparo y declararse la
nulidad de la Sentencia del TCT impugnada.

Cun fecha 10 de octubre de 1988. el Abogado del Estado presentó su
escrito de alegaciones. El escrito comienza por afirmar que el presente
recurso de amparo es esencialmente idéntico al resultado por la STC
209/1987. que se pronunció precisamente sobre el arto 7.3 del Real
Decreto 625/1985, esto cs. el mismo precepto reglamentario cuya
aplicación motivó en el caso la denegación del subsidio de desempleo.
Tras rescñar la doctrina sentada por aquella Sentencia y calificar de
indudable la competencia de este Tribunal para examinar la constitucio­
nalidad de los Reglamentos, así como que un exceso reglamentario
puede vulnerar la Constitución y en particular el principio de igualdad.
el Abog2do del Estado afirma, no obstante, que no todo exceso
reglamentario creador de diferenciaciones es, por el hecho mismo de ser
un exceso sobre la ley. contrario al principio de igua:ldad. Por el
contrario, constatados la diferenciación y el exceso reglamentario.
aquélla debe ser sometida al tes! de razonabilidad y proporcionahilidad,
de manera que sólo será contraria al arto 14 C.E. si carece de justificación
objetiva y razonable. Justificación que, en relación con el precepto
reglamentario controvertido, la representación del Estado ofreció en el
recurso resuelto por la STC 209/87, a la que ahora el Abogado del Estado
se remite, califIcando de excesiva la interpretación que deduce la
vulneración del arto 14 C.E. del sólo hecho de que el reglamento
sobrepasr la habilitación legal. En el presentt' caso, el precepto reglamen­
tario otorga relevancia a situaciones desiguales previas, teniendo una
justificación objetiva y razonable, al ser coherente el requisito por aquel
exigido con el fin de la norma legal: anticipar una prestación de
jubilación o prolongar una situación de desempleo. Por todo lo cuaL el
Abogado del Estado suplica que se deniegue el amparo solicitado.

lO. Por providencia de 23 de abril de 1990 se acordó señalar. para
la deliberación y votación de la presente Sentencia. el día 26 del mismo
mes y año

11. Fundamentos jurídicos

l. La demandante de amparo considera que la Sentt:ncia impug­
nada ha lesionado el arto 14 C.E., puesto que. denegándole el subsidio de
desempleo r~'clamado, habría resultado discrimada frente a otras perso­
nas que. por pertenecer a otros regímenes de la Seguridad Social, tienen
:::Ierecho a sl1bsidio, establecido por el art. 13.2 de la Ley 31/1984. de 1
de agosto. de Protección por Desempleo, en favor de los trabajadores
mayores Jt' (lncuenta y dos años (cincuenta y CinCO con anteflondad a
la rerorm;¡ del precepto por obra del Real Decreto-ley 3/198'1. de 31 de
marzo. de Ir.l'didas adicionales de carácter social) que reúnan determina­
dos rl'qLi¡~i[(;s

El art, 13.2 de la Ley 31/1984 establece que serán beneficiarios del
subsidio por desempleo los trabajadores mayores de cincuenta y dos
(antes nncuenta y cinco) años, aun cuando no tengan responsabilidades
familian:s. siempre que se encuentren en alguno de los supuestos
contemplados en el art. 13.1 de dicha Ley, hayan cotindo por
desempleu al menos durante seis <'LnOS a lo largo de su vida laboral
-requisito éste introducido en la nueva redacción del precepto, sin que
corresponda examinar aquí su repercusión sobre el arto 7.3 del Real
Decreto 625/1985- y acrediten que. en el momento de la solicitud,
reúnen todos los requisitos. salvo la edad, para acceder «a cualquier tipo
de pensión por jubilación en el sistema de la Seguridad Social». No
obstante, y supuestamente en desarrollo del precepto legaL el arto 7.3 del
Real Decreto 625/1985 dispone que el aludido acceso a la jubilación ha
de producirse, necesariamente, ~~en cualquiera de los regímenes de la

-Seguridad Social en los que se le reconozca el derecho a la prestación o
subsidio de desempleo».

El precepto reglamentario excluye del subsidio, así, a quienes sólo
pueden jubilarse en regímenes de la Segundad Social que no tengan
prC\ista la protección por desempleo, como es el caso de la demandante
de amparo. que sólo puede jubilarse en el Régimen Especial de
Emplt'ados de Hogar, el cual no- tiene prevista la protección por
desempleo, Y es esta exclusión la que precisamente debe ser examinada
desde la perspectiva de su compatibilidad con el art. 14 C.E.

2. Cuma advierten unánimemente todas las parles del presente
recurso. la cuestión que aquí se plantea es sustancialmente idcntica a la
n'suelta por la STC 209/1987. que estimó el recurso de amparo núm.
53/1987. promovido por el Defensor del Pueblo. En efecto, tanto en un
caso como en otro, el (aquí la) solicitante del subsidio de desempleo vio
denegada su solicitud por el único motivo de no cumplir el requisito
específico adicional establecido por el arto 7.3 del Real Decreto
625/1985. Son de plena aplicación, por tanto, los razonamientos que
entonces hizo el Tribunal, que, en síntesis. fueron los sigUIentes:

Al Aunque el control de legalidad de las normas reglamentarias cs.
en principio. competencia propia de los órganos del Poder Judicial. el
resultado de tal control queda sometido a este Tribunal por esta vía del
recurso de amparo, cuando a dicho resultado se imputa. como es aquí
el caso. v101ación de alguno de los derechos fundamentales. En este caso.
d Tribunal Constitucional puede examinar. desde la per':lpt'cti\a de esos
dcre(,'hos.... en concreto desde la perspecti va del principio de igualdad.
el jwcio de legalidad llevado a cabo por el Juez ordinario. pues la ley que
se tom<.l romo parámetro ha de ser interpretada conforme a la Constitu­
ción. El juicio de legalidad se entrecruza. así. con el juicio de constituciO­
nalidad; a euyo efecto. debe tenerse en cuenta que el Gobierno no puede
crear (!creehos ni imponer obligaciones que no tengan su origen en la ley.
al menos de manera mediata. a través de una habilitación, y que. por
tanto. el reglamento no puede excluir del goce de un derecho a quienes
le ley no ha excluido. como ha recordado recientemente. citando la STC
209/1987. la Sentencia de esta Sala de 20 de marzo de 1990 (rec. núm.
1,609/87). reafirmando dicha doctrina en el supuesto de que ni siquiera
la ley haya previsto la posibilidad de que por vía reglamentaria el
reglan1l'lllO pueda eventualmente excluirles.

E) Por ello, si el arto 13.2 de la Ley 31/1984 no distingue entre unos
y otros regímenes de la Seguridad Social a la hora de conceder el
subsidio de desempelo para mayores de cincuenta y dos años. el
reglamento que desarrolla dicha ley (Real Decreto 625/1985) no puede
eslablccel exclusiones o diferencias entre dichos regímenes, pues son
situanones no diferenciadas por la ley. No puede exigir, concretamente.
como no obstante hace en su art. 7.3, que la jubilación se haya de
realizar tn un régimen de la Seguridad Social que tenga prevista la
protección por desempleo. pues la ley no establece esa diferencia de trato
entre quienes se jubilan en un régImen u otro del Sistema. Se trata de
un requisito contrario a la ley, por no estar previsto en la misma. )
contrario a la Constitución, por estabkeer ilegalmente una diferencia no
queridd pO! el legislador.

C) Por todo ello. el art: 7.3 del Real Decreto 625/1985, que
consagra una diferencia de trato contraria a la ley y al principio
constilucional de igualdad, no puede aplicarse en contra de quien reúne
los rtQuisitos establecidos en la ley

3. La aplicación de las anteriores premisa's al presente caso conduce
a entender igualmente aquí que la Sentencia del TCT impugnada.
revocando la SentencIa de la MagIstratura de Trabajo núm. S de Madrid.
no garantizó como hubiera debido hacer el principio constitucional de
Igualdad, en tanto que afirmó la conformIdad con el ordenamiento de
una resolución administrativa Que deparó una diferencia de trato
carente de todo fundamento legal y, por lo tanto, y en los términos
expuestos. discriminatoria. Por lo que la solución no puede ser otra que
la de otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia, reconocer el
derecho de la recurrente al subsidio por desempleo establecido en el arto
1:;.::: di.' la l.c" 31/1984. declarando la nulidad de la resolución dellNEM
de loS I,k octubre de 1985 v de la Sentencia del TCT de 1I de septiembre
de 198". \ la firmeza de la-Sentencia dt'la Magistratura de Trabajo núm.
8 de I\ladrid de 9 de marzo de 1987.
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FALLO

En at~n('ión a todo lo expuesto, el Tribunal ConstituciOlJ<iL POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA COISSTITL:C¡ÓN DE LA NAC¡Ó1"

ESPAJ\;OLA,

Ha decidido
Otorgar el amparo solicitado por doña Justa Carrasco blt'ban y. por

consiguiente,
Declarar la nulidad del art. 7.3 del Real Decreto 625/1985. de 2 de

abril (<<Boletín Oticial del Estado)} de 7 de mayo). y. en consecuencia.

declarar la nulidad de la Sentencia del Tribunal Central de Trahajo de
11 de septii.'mhre de In7, quedando firme l? Sentencia dictada por la
r..lagistratura de Trilbajo (actual Juzgado de lo Social) núm. 8 de Madrid
de 9 de marzo dc 19137.

Publíquese esta Senti.'nl.:ia en el ~<Bulctín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a veintiséis de abril de mil novecientos
no\-cnta.-Francisc0 Tom:ís y Valiente, Fernando (jarcia-Mon y (;0073­
kz RegulTaL Carlns de b Vega Rt'nayas. Jesús Leguina Villa, Luis López
(¡Ut'ITa y ViccntL' (ji meno Sendra.-Firmados y Rubricados.

En el asunto de referencia. la Sala ha awrdado dictar el siguiente.

12130 Sala Primera. ·IUfO de 18 de nw\"o de ¡Y9(), dicwr/o CII el
recurso de amparo 52//988. por el {jl/C 5(' {CSl/C!\'{' la
solicirud de Ilc!arüá<in de la .";Te 78/1990. de] de ahri!.

o subsidio por dCSl:1l1pit'u,) (P'ilabras finales dd pálTalll p11mero del arl. 7.3).
De este modo --{'011cluye el Abogado del Estado-. se cOllJul<trian de
ralz interpretaciones wr:iceras del fallo. tal \-C7 in!L'rcsadas en crear una
importante laguna en el régimen de la protección por desempleo.

AUTO

1. Antecedentes

J. En el recurso de amparo numo 52/1988. promo\"ido por doña
Justa Carrasco Esteban. repr~sent3da por la Procuradora de los Tribuna­
les doña Pilar Huerta Camarero. contra la Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo de 1I dc septirmbrc dc 1987 rcvocalOria dc la de la
Magistratura de Trabajo núm. R dl' Madrid sobre denegación de
subsidio de dcsemplco. y cn el que fueron partes el Ministerio Fiscal y
el Abogado del Estado, esta Sala dictó Sentencia. con fecha 26 de abril
de 1990, cuyo fallo es el sigui~nte: ((Otorgar ~l amparo solicitado por
doña Justa Carrasco Estehan y. por consig.uientc: Declarar la nulidad del
artículo 7.3 del Real Decreto 6:::'5/1985. dr 2 de abril ("Boletín Oficial
del Estado" de 7 de mavu dI?" 1(85) v, en consecuencia, declarar la
nulidad de la S('n1encia 'del Trihunal' Central de Trahajo de 1I de
septiemhre de 1987, quedando firmc l;¡ Sentencia dictada por la
Magistratura de Trabajo (actual Juzgado de lo Social) núm. 8 dI.' Madrid,
de 9 dc marlO de 1987». Por Resolución dc 3 de mayo de j 990, la Sala,
de eor.fonr.idad con lu pn'H'nidtl en rl núm. 2 dt'l art. 267 de la LI.'Y
Orgánica del Poder Judici:ll (LOPJ) en relación con el arto 80 dc
la LOTe acordó subsanar el error padecido en la transcripción meca­
nográfica de las notificaciones de la anterior Sentencia consistente en
que se declara la nulidad dd arto 1.3 del Real Decreto 625/1985, cuando
claramente se desprende del conti.'nido y fundamento de la Sentencia
que el precepto cuya nulidad s.e declara es el arto 7.3 9d Real Decreto
mencionado.

2. Por cscrito que tiene entrada en este Tribunal el 5 de mayo
de 1990, el Abogado del Estad.o solicita la aclaración de la Sentencia
dictada en el rcferido recurso de amparo, en el sentido de que 10
invalidado son las palabras final:::s del primer párrafo del arto 7.3 d~l
Real Decreto 625j1985 (<<en cualquiera de los regimenes de Seguridad
Social en los que se reconozca el derecho a la prestación o subsidio de
desempleo>~). Sostiene el Abogado del Estado que el art, 7.3 del Real
Decreto es un precepto muy extenso. cuya íntegra y completa invalida­
ción no se desprende de la Scntenci:1. Por el contrario, del contenido y
fundamento de ésta resulta que la invalidación se restringe a las últimas
palabras del párrafo primero del arto 7.3. como se deduce con meridiana
claridad del fundamento jurídico I de la Sentencia. donde se entrecomi­
llan dichas palabras. Añade el escrito que. aunque cualquier lectura
razonable de la Sentencia de 26 de abril de 1990 ceñiría la invalidación
del arto 7.3 del Real Decreto 625/1985 a estas palabras, la seguridad
jurídica (art. 9.3 CE.) hace quizás preferible precisar que el sentido de
la invalidación se contrae a las palabras «en cualquiera de los regímenes
de Seguridad Social en los que se reconozca el derecho a la prestación

11. Fundamentos juridkos

Unico. La aclaración de Sentellcias que el 3ft. 93.1 de la LOTe
permite solicitar consis1e en la posihiliebd de aclarar algún concepto
oscuro o suplir cualquier omiSIón que aquéllas contengan (art. 2ó7.1 de
la LO!']).

En el presente caso se desprende clarUlllcnte del contenido y
fundamento de la Si.'ntC'nCl¡l dc :::'6 de abril de 1990 que el reproche que
desde la perspectiva del arto 14 C.E. la Sala hace al arto 7.3 del Real
Decreto 615/19R5. de 2 de abriL se rdii.'re nclusivamente a la expresión
«cn cualquiera de los rcgímenl's de St'guridad Social I?"n los que Si.' le
reeon07ca el derecho a la prestación o subsidio de desempleo,>, contc­
nida cn el párrafo primero in fint' del precepto. Asi, d fundamento
jurídico primero de la SenlenC'ia advienc que es la exclusión, dcri\"uda
de dicho inciso, dd suhsidio del eksi.'mpJco de quiencs sólo puedl'n
jubilarse en ft'gímenes de la Seguridad Social que tengan pre\ ista la
protección por descmpleo la que dehe rxaminarse desde la perspcctiva
de su compatibilidad con el arto . 14 de "la C. E. concluvendo el
fundanll"nto jurídico segundo que si el ar!. 13.2 dc la Ley 31í1984. de
2 de agosto, de Prot:"'cción por Desempleo. no distingue entre t!nos ~

otros regímenes de la Seguridad a la hora de concedcr el subsidIO de
desempleo controvertidl), c: Reglament0 quC' desarrolla dicha Ley (el
Real Decreto 625/1985) no puede establecer exclusiones o diferencias
entre dichos regímenes. pues son situacioni.'S no diferenciadas por la Ley.
No puede exigir, concretamente. como no obstante hace en su arto 7.3.
párrafo primero. in .fin;,. que la jubilación se haya dc realizar en un
régimen de Seguridad Social que tl'nga pre\'ista la protección por
desempleo, pues la Ley no establece rS3 diferencia de trato entre quienes
se jubilan en un régimen u otro del sistema. Es, pues, esta exigencia
adicional del Reglamento no contcnida en la Ley la única que la Sala
consideró incompatible con el art. 14 de la C. E.

Por todo lo expuesto. la Sala acuerda acci.'der a la solicitud de
aclaración de la Sentencia de 26 de abril de 1990, dictada en el recurso
de amparo núm. 52/1988, en el sentido de que la declaración de nulidad
del arto 7,3 del Real Decreto 625/1985, de 2 de abril (<<Boletín Oficial del
Estado» de 7 de mayo), se refiere exclusivamente a la expresión «eo
cualquiera de los regímenes de Seguridad en los que se reconozca el
derecho a la prestación o subsidio de desempleo» contenida en el párrafo
primero, ill .fine. del precepto.

Publíquesl: l:5t(' Auto en el «Boletín Oficial del EstadQ)).

Madrid a dieciucho de mayo de mil novecientos novcnta.-Francisco
Tomás y Valientc.-Fernando García·Mon y González-Regueral.-Carlos
de la Vega Venayas.-JesÚs Leguina Vilta.-Luis López Guerra.-Vicente
Gimeno Scndra.-Firmados y rubricados.-Ante mi Pedro Herrera
Gabarda,-Firmado y rubricado.

EN NOMBRE DEL REY

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente. Presidente; don Fernando García-Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Leguina
Villa. don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra. Magistra­
dos. ha pronunciado

12131 Sala Primera. Sen/cncia 79/1990, de 26 de abrif. Recurso
de amparo 82/1988. Cvl1tra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Zarago=a. cu1l(innaforia de otra al1terior
dictada por ef llcgado dl' Instrucción núm. 3 de la misma
ciudad. Vulneración del dCI'('dlO a la tlltefa judicial (~f('ctj¡'a:
Incongruencia por omisión.

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 82/1988. interpuesto por la Procura­
dora de los Tribunalcsdoila María Soledad Sanmateo García, en
nombre y representación de don Francisco. Peralta Masa, asistido del
Letrado don Alfonso Gracia Matute, contra Sentencia de 23 de
diciembre de 1987 de la Seeción Primera de la Audiencia Provincial de
Zaragoza, confirmatoria de la dictada el día 16 de junio de 1987 por el
Juzgado dc Instrucción núm. 3 de Zaragoza. En el proceso de amparo
ha comparecido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Jesús Leguina Villa, quien expresa el parecer de la Sala.


